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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 7 de mayo de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Pettigiani, de Lázzari, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 98.059, "Pasadore de Mónaco, Sara (s/Suc.) contra Santamaría, Silvia Ester. Nulidad de boleto de compraventa".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes confirmó la sentencia dictada en la instancia de origen que hizo lugar a la demanda incoada por la señora Norma Beatriz Fraguglia en su carácter de administradora de la sucesión de Sara Pasadore de Mónaco contra Silvia Ester Santamaría.


Se interpuso, por la parte demandada, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. La Cámara departamental confirmó la sentencia dictada en la instancia de origen que hizo lugar a la demanda incoada por Norma Beatriz Fraguglia, en su carácter de administradora de la sucesión de Sara Pasadore de Mónaco contra Silvia Ester Santamaría y rechazó la reconvención que por escrituración promoviera la demandada.


II. Contra este pronunciamiento viene la demandada mediante el recurso de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 308/312 por el que denuncia violación y/o errónea aplicación de los principios que rigen las facultades y límites de la alzada y el principio de la reformatio in pejus (arts. 272 y 375, C.P.C.C.), violación del principio de congruencia (arts. 34 inc. 4, 163 inc. 6 del C.P.C.C.), y de los arts. 1026, 1029 y concordantes del Código Civil.


Manifiesta el recurrente que el recurso se centra en la errónea interpretación de las facultades y límites de la alzada en cuanto la sentencia de la Cámara a quo consideró cuestiones -la validez del boleto de compraventa y de los recibos de pago- cuando no estaba habilitada para hacerlo (conf. art. 272 del Código Procesal Civil y Comercial; v. fs. 309 vta.).


Agrega que la resolución en crisis vulnera el instituto de la reformatio in pejus, ya que resolvió cuestiones que no fueron sometidas a su competencia perjudicando al único apelante.


Argumenta que el pronunciamiento de la alzada altera los hechos constitutivos y la causa pretendi, en violación al principio de congruencia, al determinar como causa de nulidad del boleto de compraventa una causal distinta a la invocada por la actora al interponer la demanda (v. fs. 309/310).


Asimismo, acota, incurre en errónea aplicación de los arts. 1026 y 1029 del Código Civil, al desconocer la aptitud probatoria de los documentos privados agregados a la causa, que al no haber sido oportunamente desconocidos por la parte actora gozan de la presunción de legalidad.


III. Considero que el recurso no es fundado.


1) Para un mejor desarrollo de la solución que propicio entiendo que corresponde efectuar un análisis retrospectivo de lo acontecido en la especie.


La sentencia de primera instancia luego de rechazar la acción por falta de personería, establecer la legalidad de la prueba documental en virtud del art. 1029 del Código Civil, determinar que la carga de la prueba acerca de la falsedad de las firmas recaía sobre la actora (v. fs. 258/259) y analizar la prueba rendida en autos (documental: fs. 20, pericial: fs. 207/208, testimonial: fs. 154, 156, 158 y 162) basó su decisión en la ausencia de discernimiento de la señora Sara Pasadore de Mónaco para entender la relevancia y trascendencia del acto jurídico celebrado, abriendo paso a la acción de nulidad instaurada y rechazando la reconvención por escrituración intentada por la demandada (fs. 254/261).


Tal pronunciamiento fue apelado por la demandada vencida, agraviándose en primer lugar, por el rechazo de la excepción de falta de personería y su inadecuado tratamiento y en segundo término -en lo que hace a la cuestión principal- por el incorrecto encuadre legal de la cuestión, la no aplicación del art. 474 del Código Civil y la superficial valoración del material probatorio (fs. 268/272).


La alzada, por su parte, consideró aplicable al sub lite la doctrina de la apelación adhesiva, por la cual quedan sometidos al tribunal de alzada las cuestiones planteadas oportunamente por la parte que no apela el fallo de primera instancia en razón de serle favorable, si al examinar y acoger la apelación de la contraria resulta ser otra vez decisivo para la solución de la controversia (fs. 301 vta. y 302).


Definido este punto, pasó a analizar lo relativo a la validez del boleto de compraventa y recibos agregados a la causa, determinando que contrariamente a lo resuelto por el juez de primera instancia, no regía en el caso sub examine la presunción de legalidad del art. 1029 del Código Civil y que no habiendo probado la demandada la autenticidad de las firmas atribuidas a la señora Sara Pasadore de Mónaco en los documentos de fs. 38/43 (art. 375, C.P.C.C.) caía todo el fundamento de su defensa y reconvención, lo que resultaba suficiente para confirmar la sentencia (v. fs. 303 vta.).


Para así decir, consideró el tribunal a quo que: 1) la actora presentó copias certificadas del boleto y copias simples de los recibos (fs. 18/23); 2) la certificación acredita sólo la autenticidad de las copias pero no de las firmas; 3) los originales de tales documentos fueron traídos por la demandada como sustento fáctico de su defensa y pretensión reconvencional; 4) en el escrito de demanda y al contestar la reconvención, la actora expresamente desconoció las firmas insertas, las que consideró apócrifas; 5) la carga de la prueba de demostrar la autenticidad del boleto y de los recibos recae consecuentemente sobre la demandada-reconviniente; 6) la falta de prueba acerca de la autenticidad de las firmas lleva a la conclusión de que el contrato no se celebró; 7) por último, luego de hacer un análisis de las circunstancias y de los hechos denunciados y declarados por los testigos, concluyó que el accionar de la demandada no correspondió a un obrar de buena fe (art. 1198, C.C.).


2) Ello sentado, es necesario determinar en primer lugar, si en el caso en análisis la alzada actuó dentro de los límites de su competencia y si aplicó correctamente la doctrina de la apelación adhesiva por ella invocada.


a) La correcta solución de esta problemática en el sub lite, demanda revisar algunas ideas relativas a los alcances de la llamada apelación "adhesiva o implícita", así como de la reformatio in pejus.


En cuanto a la primera institución, sabido es que consiste en que las alegaciones o defensas propuestas en primera instancia por la parte vencedora que no ha apelado por haberle sido favorable el resultado del pleito, quedan sometidas al tribunal de alzada en el supuesto que en esa instancia sea revocado el pronunciamiento. En tal situación tiene operatividad la figura aludida (conf. Ac. 56.034, sent. del 4-VII-1995; Ac. 70.060, sent. del 18-IV-2001; Ac. 81.521, sent. del 3-III-2004; Ac. 91.546, sent. del 29-XI-2006; entre otras).


Cabe hacer un alto aquí y destacar inicialmente que no existe en esto, a contrario de lo que postula el quejoso, una alteración ilegítima de la regla tantum devolutum quantum apellatum (arts. 266 y 272, C.P.C.C.), ya que la misma cede en esta hipótesis, para asegurar -como dije- el debido proceso de la parte victoriosa a la que el ordenamiento impide recurrir (arts. 18, Const. nac.; 8, Pacto San José de Costa Rica y ccs.). Es decir, que al ejercer las atribuciones que emergen de la apelación adhesiva se hace una correcta excepción a la máxima referida, permitiéndose abordar puntos no llevados en la expresión de agravios.


b) Como adelanté, el a quo aplicó dichas premisas para tratar argumentos articulados por la parte actora-reconvenida en la fase constitutiva del proceso, consistentes en desconocer la autenticidad del boleto de compraventa presuntamente celebrado entre la causante y la accionada.


He aquí un primer inconveniente a evaluar, ya que con dicho ejercicio la Cámara sorteó un paso técnicamente adecuado para que la doctrina de la "apelación implícita" cobre vida, que es la revisión del error cometido por el Juez de primera instancia.


En efecto -como ya lo expuse- dicha regla rige para los casos en los que se deja sin efecto la sentencia de grado, hipótesis en la cual, para preservar el derecho de defensa de la parte que triunfó en la instancia de origen (art. 18, Const. nac.) y que -por ende- no pudo llevar sus agravios al tribunal superior, se deben abordar la totalidad de las postulaciones oportunamente introducidas y que integran la relación procesal.


c) Sin embargo, este óbice relacionado con la forma de argumentar concretada en el decisorio atacado, no importa de por sí que se haya incurrido en violación de lo estatuido en el art. 272 del Código Procesal Civil y Comercial o en la doctrina legal de este Tribunal a la que antes me refiriera.


Es que cuando la alzada confirma la decisión de primer grado por argumentos diversos a los tenidos en cuenta por el sentenciante, lo que hace muchas veces es anticipar el ejercicio de las pautas de la adhesión a la apelación (como ocurre en la especie) o adelantarse a la recomposición positiva de la litis (v., para este último supuesto, mi voto en la causa C. 88.683, sent. del 12-XII-2007.


Si bien por lo general es de mejor técnica revisar la corrección de lo decidido por el judicante de primera instancia, para recién después abordar, de ser necesario (es decir, en el caso de acogerse los agravios del quejoso), las defensas articuladas en la instancia de origen por el vencedor, lo cierto es que resolver apartándose de esta adecuada estrategia argumental no ha importado en el caso vulneración del postulado de congruencia.


Como es sabido, este último principio tiene raigambre constitucional en tanto se encuentra íntimamente vinculado con la garantía de defensa en juicio (arts. 18, Const. nac.; 8, Conv. Americana de Derechos Humanos). En este orden de ideas, no advierto que, al fallar del modo en que lo hizo, el a quo haya violentado dicha premisa fundamental del proceso.


No debe -obviamente- confundirse esta situación con la que se presentaría si el tribunal de alzada hubiera revocado lo decidido en la instancia anterior apartándose de los agravios deducidos ante sus estrados, caso en el cual se estaría infringiendo la regla que limita la competencia del sentenciante a los capítulos planteados en el recurso y que hubieran sido llevados oportunamente ante el juez de origen (art. 272, C.P.C.C.).


En el sub discussio, la lógica de la Cámara (quizás no exteriorizada explícitamente) fue sostener que más allá de la fundamentación utilizada por el juez de origen y del acierto que pueda tener la crítica que de aquélla realizara el apelante, lo cierto es que la sentencia debía de todos modos ser confirmada toda vez que la pretensión incoada por el accionante ante la instancia de origen -cuyos elementos de juicio, reitero, debían ser considerados aun cuando se receptara la crítica del accionante- era fundada.


d) Hasta aquí lo relacionado con la denuncia de vulneración de la regla tantum devolutum quantum apellatum por el ejercicio "anticipado" de las pautas de la apelación adhesiva, crítica que -como intenté demostrar- carece de asidero.


Por aplicación de dichas premisas, cae en el vacío la denuncia del quejoso relativa a la reformatio in pejus (fs. 309), ya que en los términos en que fue vertida en la pieza impugnativa (art. 279, C.P.C.C.), se la ha atado directamente a la suerte de la cuestión desarrollada en el apartado anterior, por lo que no es posible ingresar en más consideraciones al respecto.


En efecto, el impugnante funda la denuncia de "modificación en perjuicio del recurrente", en la circunstancia de que el sentenciante haya utilizado las pautas de la apelación adhesiva sin revocación previa a dicho ejercicio, por lo que -repito- el agravio queda respondido con lo expresado en el acápite precedente.


e) No obstante ello, creo útil formular alguna precisión sobre los alcances del principio recién aludido en el campo del ejercicio del instituto de la apelación adhesiva por parte de los tribunales de alzada.


El postulado de la reformatio in pejus impide empeorar la situación del recurrente (conf. Ac. 36.700, sent. del 28-X-1986; Ac. 51.335, sent. del 3-V-1995; Ac. 83.124, sent. del 5-III-2003; entre otras), prohibiendo agravar, perjudicar o empeorar objetivamente su status (Ac. 74.366, sent. del 19-II-2002), límite que no puede ser alterado ni aún al tratar las defensas articuladas por el vencedor en la instancia de origen.


Ello así, ya que para que el abordaje de dichas articulaciones mejore los alcances de lo decidido en el decisorio prístino, debe haber recurso por parte del agraviado. En otros términos, los tribunales de alzada tienen que tratar las defensas no llevadas a su seno por el vencedor, pero con el límite de no alterar con ello lo decidido, en beneficio de la apelada, sino -en todo caso- confirmarlo. Para modificar la sentencia en provecho de quien triunfó en la litis, éste debe haber interpuesto los meandros impugnativos correspondientes.


Pese a lo expuesto, como adelanté, el quejoso no ha alegado de qué modo la forma de resolver lo ha dejado en peores condiciones que la sentencia confirmada, por lo que esta denuncia no tiene sustento (art. 279, C.P.C.C.).


IV. Verificado así que no ha existido lesión al principio de congruencia en el modo de resolver de la alzada (art. 272, C.P.C.C.), restan analizar los agravios subsiguientes, relacionados con la eficacia probatoria del boleto de compraventa.


El a quo consideró que los instrumentos de fs. 18/23 carecen de autenticidad, ya que han sido desconocidos por la accionante (art. 354, C.P.C.C.) y la legitimada pasiva no ha acreditado que la suscripción de los mismos pertenezca a la causante.


Precisó, en tal sentido, que la "copia certificada" de un documento privado no es lo mismo que un boleto con "firmas certificadas". El acto notarial de fecha 2 de diciembre de 2002 -agregó- acredita la autenticidad de la copia pero no de las firmas (fs. 302), punto este último que estaba a su cargo demostrar (fs. 302 vta.).


La crítica de esta parcela de la decisión es insuficiente (art. 279, C.P.C.C.), ya que el quejoso se limita a contraponer su criterio con el del sentenciante, sin demostrar que en el razonar de este último se haya incurrido en absurdo, única hipótesis en que este Tribunal puede abocarse al conocimiento de cuestiones de hecho, como son las relativas al valor probatorio de los documentos incorporados al proceso y, en particular, a la existencia o no de desconocimiento por parte de la accionada en los términos del art. 354 del Código Procesal Civil y Comercial (doct. causas Ac. 54.435, sent. del 28-V-1996; Ac. 88.640, sent. del 6-IX-2006; entre otras).


Nótese que en el recurso extraordinario el quejoso se limita fundamentalmente a señalar que los instrumentos respectivos no fueron negados tempestivamente por su contraparte (fs. 311), sin demostrar -reitero- que la afirmación exactamente opuesta del sentenciante (fs. 302 y vta.) apoyada en los elementos obrantes en la causa, constituya un error grosero y manifiesto de apreciación.


V. Si lo expuesto es compartido, corresponde desestimar el embate deducido, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I.- Por compartir sus fundamentos, adhiero al voto del doctor Hitters.


Sólo me permito agregar que los agravios planteados en subsidio por la recurrente, vinculados con el presunto reconocimiento de la existencia del acto que se atribuye a la parte actora, tanto (i) por la naturaleza del planteo nulificante (fs. 310 y vta.), como (ii) por la extemporaneidad que se alega en el desconocimiento del boleto de compraventa y sus recibos de pago, tampoco resultan fundados. 


De un lado, el embate del recurrente (fs. 310) omite atacar los fundamentos vertidos por el tribunal a quo para justificar la modalidad en que fue interpuesta la demanda, en la que -se indicó a fs. 303 vta.- bajo un planteo de nulidad del boleto de compraventa también se invocó la falsedad de las firmas contenidas en el mismo, cuestión susceptible de ser canalizada a través de dicha vía (conf. arg. análog. art. 542, C.P.C.C.), atento la inexistencia de una acción específica y la controversial concepción de la teoría del acto jurídico inexistente. Tales conclusiones permanecen incólumes luego de la crítica del impugnante.


De otro, tampoco el impugnante logra conmover el fundamento expuesto por el tribunal de grado, relativo a la ausencia, en la conducta procesal del accionante, de un acto de reconocimiento -aun tácito- del documento en cuestión. No sólo el recurrente no dirige ataque alguno a demostrar el absurdo en que debería haber incurrido el decisorio en crisis cuando sostiene que la copia certificada del boleto de compraventa acompañada por el accionante en su escrito postulatorio -obtenida del demandado merced a diligencias preliminares instadas en su contra- no acreditaba la autenticidad de las firmas contenidas en el mismo (fs. 302); sino que tampoco esfuerza embate alguno en intentar demostrar el citado absurdo en la descripción que el decisorio realiza de las diversas ocasiones en que el accionante objetó la autenticidad del mencionado documento y su consecuente virtualidad para justificar su tempestividad (fs. 302 y vta.), tornando claramente insuficiente la crítica a dichas parcelas del pronunciamiento del a quo.


II.- Así las cosas, por lo expuesto y adhesión efectuada, voto pues por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto, con costas (arts. 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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